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[bookmark: _Toc366755199]Nº 015-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las trece horas del doce de abril de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión extraordinaria con asistencia presencial del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán y del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, el licenciado Eduardo Chacón Monge y el licenciado Diego Mora Araya, en su orden, Director interino y Asesores Jurídicos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El Director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas y el Director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentran ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc132195441][bookmark: _Toc130212079]ARTÍCULO ÚNICO
Documento Nº 319-2023
En atención a la reunión celebrada el viernes 31 de marzo de 2023, con asistencia de representantes de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en conjunto con integrantes del honorable Consejo Superior del Poder Judicial, se estima adecuado proceder a emitir la siguiente política de interacción de este órgano de desconcentración máxima para con el Poder Judicial, conforme al siguiente detalle:
	Materia de aplicación
	Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial

	¿Cuál sería el procedimiento a seguir para la formulación presupuestaria?
	La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuenta con ingresos a través del 5 x 1000 que está establecido en el Artículo 239 de la Ley 9544 a efectos de la formulación, ejecución y liquidación presupuestaria anual.
Por lo anterior, define su estructura organizacional y administrativa interna, atendiendo la normativa institucional. Esto contando con el apoyo de las diferentes instancias creadas en el Poder Judicial, para tal efecto no le serán aplicables a este órgano las limitaciones de crecimiento en el presupuesto como son afectados otros programas del Poder Judicial, para el ejercicio de las funciones asignadas por la Ley.
De tal manera que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por su naturaleza jurídica goza de independencia para el diseño de su estructura y funcionalidad, así como en materia presupuestaria complementado con el presupuesto del Poder Judicial siendo un órgano adscrito a él. Sin embargo, se atiende la tramitología tanto interna como externa, considerando innecesario la emisión de una reglamentación diferente a la establecida en el Poder Judicial para estos efectos[footnoteRef:1]. [1:  Ver Informe del Ministerio de Hacienda sobre metodología para operativizar el Presupuesto de la JUNAFO del 20 de diciembre del 2021 y el dictamen de la Procuraduría remitido en oficio C-021-2021 del 29 de enero de 2021.] 


	¿Cómo serán las relaciones de empleo entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y su personal?
	De conformidad con el inciso h del Artículo 239 de la Ley 9544, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial nombrará, suspenderá, removerá y sancionará a su personal con base en las políticas y normativas establecidas en el Poder Judicial.
El Consejo Superior conocerá y ratificará lo concerniente a estas acciones según la reglamentación existente.

	¿Cómo se puede mejorar la prestación del servicio público llevado a cabo por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial?
	La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Poder Judicial mantendrán los mecanismos necesarios para dar prioridad y agilidad a las gestiones declaradas de interés.

	Relación con los órganos auxiliares del Poder Judicial que brindan soporte a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	[bookmark: _GoBack]Promover y mantener las relaciones con los órganos auxiliares del Poder Judicial que brindan soporte a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el fin de prestar un servicio ágil, de calidad y eficiencia, acorde a la persona usuaria y para dar cumplimiento a los requerimientos de la CONASSIF y SUPEN, al no estar desligado del Poder Judicial como se establece en el oficio N° SP-1399-2020.

	De la responsabilidad administrativa de las actuaciones realizadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	Se establece la existencia de una responsabilidad solidaria del Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en las diversas conductas administrativas emanadas por esta última, como se indica en el dictamen emitido por la Procuraduría en oficio C-021-2021 del 29 de enero de 2021.



[bookmark: _Toc132195443]Tabla de Anexos

	DETALLE
	DOCUMENTO

	Criterio C-21-2021 de la Procuraduría General de la República.
	


	Criterio de la SUPEN sobre relación del Poder Judicial con la JUNAFO.
	


	Informe de la Dirección General de Presupuesto Nacional sobre la implementación de la estructura técnico administrativa de la JUNAFO.
	


	Informe del Ministerio de Hacienda sobre metodología para operativizar el Presupuesto de la JUNAFO.
	




(…)”.
- 0 -
Se acordó:	El documento anterior contiene la posición de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la relación interorgánica que tiene con el Poder Judicial, con la finalidad de dar cumplimiento a las competencias establecidas en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo anterior, se acuerda lo siguiente: 1.) Avalar la "Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, con la finalidad de que sea remitida al estimable Consejo Superior del Poder Judicial para su valoración, lo anterior en atención a lo deliberado en la reunión realizada el viernes 31 de marzo de 2023, en el entendido de que el presente documento tiene como fundamento los alcances plasmados en el numeral 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en aras de aclarar los procesos administrativos de cada una de las materias de aplicación. 2.) La Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para las gestiones de su competencia.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las trece horas con cinco minutos finalizó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís          Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora         Secretario Junta Administradora
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29 de enero de 2021 
C-021-2021 


 
 
 
 
Señor 
Carlos Alberto Montero Zúñiga  
Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 
 
Estimado señor: 
 
Con la aprobación del señor Procurador General de la República me refiero a su oficio n.°393-
2020, del 26 de junio del 2020, que ingresó el 13 de julio siguiente, en el que nos pone en 
conocimiento del acuerdo del artículo X de la sesión n.°21-20, de las 8:30 horas del 22 de 
junio de 2020, de esa Junta Administrativa – en adelante la Junta –  en el que se dispuso en 
firme “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta 
consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue 
otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel 
presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros”. 
 
Sucede que las interrogantes a las que alude no están expresamente formuladas y remite al 
criterio legal emitido por la asesora jurídica de esa Junta, centrado en las competencias y la 
naturaleza jurídica del órgano consultante, las implicaciones que se derivan de esta, así como 
su ubicación dentro de la estructura del Poder Judicial, a partir de lo dispuesto por la Ley 
n.°9544 del 24 de abril de 2018, que modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial (n.°7333, del 
5 de mayo de 1993) – en adelante LOPJ o Ley n.°7333 – en lo relativo al régimen de 
jubilaciones y pensiones de dicho poder. Así, luego de referirse a los antecedentes normativos 
y administrativos que dieron lugar al nacimiento y puesta en funcionamiento de la Junta, 
señala que a tenor del artículo 239 de dicha ley, 83 de la  Ley General de la Administración 
Pública (n.°6227, del 2 de mayo de 1978) – en lo sucesivo LGAP –; el Reglamento de 
integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
emitido por la Corte Plena en su sesión n° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, 
así como con fundamento en las sentencias de la Sala Constitucional, números 2005-3629 de 
las 14:58 horas del 5 de abril de 2005 y 2019-21271 de las 12:10 horas del 30 de octubre de 
2019, así como de la Sala Primera de la Corte, n.°000221-A-2006, de las 15:40 horas del 26 
de abril del 2006 y nuestros pronunciamientos OJ-115-2005 y C-178-95, el órgano consultante 
ostenta un grado de desconcentración máxima – lo que según el aludido criterio, “también 
incluye la dotación de personería (sic) jurídica instrumental” – para la “administración plenaria 
respecto del Fondo”; adicionalmente, goza de autonomía administrativa y técnica en la toma 
de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, abarcando el conocimiento y aprobación 
de las solicitudes presentadas, así como el total manejo en los dineros que nutren el régimen 
(recaudo e inversiones), al igual que en la regulación y decisión de nombramientos, 
suspensión, remoción y sanción del personal que le asista. También, se le permitió modificar 







 
Señor                                                                                                          29 de enero de 2021 


Carlos Alberto Montero Zúñiga                                                                                    C-021-2021 
Presidente                                                                                                                    Página 2 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 


 


 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  


Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 


– cuando proceda – los parámetros de requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, aportes 
y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley. Lo que la lleva a afirmar que ni la Corte Plena, ni el Consejo Superior podrían sustituirla 
en el ejercicio de esas competencias, toda vez que la Ley n.° 9544 y, en particular, su 
transitorio I, vino a derogar las funciones que el Consejo Superior tenía con respecto al Fondo 
(plasmadas en los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la LOPJ). Tampoco, añade, podrían 
girarle ordenes, directrices o circulares respecto de la labor sustancial que a esa Junta le fue 
encomendada legalmente. Agrega, que se le confirió “personería (sic) instrumental para que 
pueda representar en pleno al Fondo y ejerza sus labores sustanciales sin injerencia alguna y 
pueda con mayor agilidad gestionar recursos materiales y humanos para dar cumplimiento a 
las competencias asignadas”. Apunta que, para el cumplimiento de sus cometidos, la Junta 
cuenta con la potestad reglamentaria, de conformidad con el artículo 242 de la Ley n.°7333, 
para emitir el Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
que deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Por otro lado, señala 
que la Junta tendría su propia fuente de financiamiento, que sería una comisión por gastos 
administrativos, producto de la deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen 
los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos, aclarando que “no implica la 
autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades presupuestarias 
y de recursos que requiere su continuidad, para el buen funcionamiento del Fondo”; pues se 
está en presencia de una desconcentración y no de una descentralización de instituciones 
públicas. En otro orden de consideraciones, señala que de conformidad con el artículo 240 de 
la Ley n.°7333, el mecanismo de elección estaría a cargo del colectivo judicial y de la Corte 
Plena, para lo que emitió el citado Reglamento de integración de la Junta, que regula la 
escogencia de sus miembros, en el que por la participación de distintos órganos del Poder 
Judicial en dicho procedimiento de designación (Dirección de Gestión Humana, Comisión de 
Nombramientos, Tribunal Electoral Judicial), le resulta “evidente que el Poder Judicial proveyó 
de toda su estructura administrativa, a la Junta, en lo relativo a su conformación y entrada en 
funciones, así como respecto de su continuidad cuando deba elegirse nuevamente a los 
integrantes de esta, por lo que se visualiza una activa transferencia de actuaciones 
administrativas de este Poder para con la Junta.” 
 
El criterio legal anterior fue ampliado mediante informe de fecha 7 de diciembre de 2020, 
intitulado “Determinación del régimen jurídico de los colaboradores de la Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para definir si se encuentran o no, 
cubiertos por el régimen aplicable a los funcionarios del Poder Judicial”, que indica, se emite 
por solicitud de la SUPEN. Por lo que, tomando en consideración la naturaleza jurídica de esa 
Junta, el artículo 239 de la LOPJ – con su reforma por la Ley n.°9544 – y nuestro dictamen C-
282-2004, del 1 de octubre, concluye en lo que interesa:  
 


“5.4. Los colaboradores de la Junta, aunque adscritos a esta, son empleados 
del Poder Judicial, ya que ni la desconcentración ni la personalidad jurídica 
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instrumental de la Junta, tiene la fuerza de cambiar la relación de empleo 
que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la República, 
pues, la Junta sigue aunque independiente, siendo un órgano del Poder 
Judicial (norma 239 de la LOPJ). 
5.5. El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es 
el mismo que el que se contempla para el colectivo judicial, claro está, con 
las salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus 
competencias y autonomía administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero 
en lo no regulado por esa Junta, será de aplicación lo dispuesto por el Poder 
Judicial.” 
 


Por otro lado, se estimó oportuno contar con el criterio de la SUPEN acerca de la presente 
consulta, antes de emitir el pronunciamiento solicitado, el que fue rendido mediante oficio n.° 
SP-1399-2020, del 30 de octubre, en el que señala que coincide con la apreciación acerca de 
que la Junta es un órgano desconcentrado en grado máximo con personalidad jurídica 
instrumental del Poder Judicial, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de 
decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de 
dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del 
fondo, a tenor de los artículos 239 y 240 de la LOPJ, sin bien no se halla desligado 
orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento. En ese 
sentido, destaca como notas distintivas de la Junta, en primer lugar, su competencia 
exclusiva en la materia, de forma que ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún 
el propio Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca, siendo sus resoluciones 
de acatamiento obligatorio, aparte de agotar la vía administrativa; y en segundo lugar, la 
independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones, en particular, la 
administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para lo que debe 
sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero (Conassif) y la SUPEN. Como parte de esa independencia y de contar con 
personalidad jurídica instrumental, la Junta puede dictar normas para el nombramiento, la 
suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así como aprobar el plan anual operativo, 
el presupuesto de operación, sus modificaciones y liquidación anual. Además, concuerda 
también en que, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta 
se financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del 
propio Fondo. También se refiere a la necesidad y relevancia de establecer la naturaleza 
jurídica de la Junta como un órgano de máxima desconcentración, con personalidad jurídica 
instrumental y con las capacidades técnicas necesarias, destinadas exclusivamente a la gestión 
del Fondo, ya que exige una administración especializada y con amplios conocimientos en 
administración, contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros; como así lo 
expuso en el expediente legislativo n.°19.922. Por lo mismo, apunta que aun cuando el 
Convenio de cooperación interinstitucional que suscribió desde el 27 de enero de 2020 con el 
Poder Judicial, para su constitución y puesta en operación le ha permitido a la Junta contar 
con los recursos y el apoyo logístico necesario, a través de la Dirección Ejecutiva, el 
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Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 
Área Jurídica del Poder Judicial, aparte de proporcionársele un espacio físico, la normativa de 
Conassif y la SUPEN, en especial, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el 
primer órgano en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 
celebradas el 8 de noviembre del 2016, exige que la Junta satisfaga una serie de 
requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de las inversiones 
(verbigracia, el nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de 
un encargado de la función de cumplimiento), los que explica no han sido ejecutados debido 
a las dudas que la Junta mantiene acerca de su naturaleza jurídica y el alcance de sus 
potestades a nivel presupuestario, disciplinario y de manejo del recurso humano. En particular, 
si el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que para 
esa Superintendencia justifica la pertinencia de contar con un pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República que evacue estas inquietudes para el proceso de 
conformación de la estructura con que debe contar la Junta consultante.  
 
 
A. LA NATURALEZA DE LA JUNTA ADMINISTRATIVA COMO UN ÓRGANO DE 
DESCONCENTRACIÓN MÁXIMA DEL PODER JUDICIAL DOTADO DE PERSONALIDAD 
JURÍDICA INSTRUMENTAL 
 
Según se indicó al inicio, se plantea de forma muy general la duda acerca de la naturaleza 
jurídica de la Junta y los alcances de su grado de desconcentración en los ámbitos 
presupuestario y de personal. Siendo la SUPEN la que pide precisar, como parte de la consulta, 
si el recurso humano de la Junta se halla cubierto o no por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial.  
 
La amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los aspectos 
que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la Junta, ante la 
posibilidad de que nos extralimitemos indebidamente en aspectos no peticionados 
expresamente por la Administración consultante, dado el carácter vinculante de nuestros 
dictámenes; sin perjuicio de que cualquier precisión adicional que requieran acerca de su 
constitución y competencias, puedan formularla después a la Procuraduría en una gestión 
futura.  
 
Dicho esto, tenemos que, en efecto, fue con la modificación hecha por la Ley n.°9544 a la 
LOPJ, que se creó la aludida Junta, se establecieron sus funciones y fuente de financiamiento; 
determinando también su forma de integración y operación. Interesa, en particular, de esta 
reforma, el artículo 239 vigente que dispone: 
 


“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 
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con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 
las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 
Poder Judicial. 
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 
le presenten. 
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 
acciones de cobro necesarias. 
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 
inválidos. 
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 
normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 
Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen). 
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 
normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 
Pensiones. 
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 
sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 
presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de 
la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar 
los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 
elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 
los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 
Régimen. 
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 
deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 
Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 
administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 
previsto en el artículo 237 de esta ley.” (El subrayado no es del original).  
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Tal como se puede observar del primer párrafo del precepto transcrito, la Junta al tiempo que 
se concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, 
se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones 
técnicas y en su gestión administrativa, siendo la muestra más ilustrativa de este último rasgo 
la potestad contenida en la letra h), de poder dictar normas para nombrar, suspender, remover 
y sancionar a su personal – aspecto al que nos referiremos en el apartado siguiente – así como 
para aprobar su plan anual operativo. 
 
La forma jurídica más adecuada para compaginar estas dos características dadas por el 
legislador a la Junta – como órgano con independencia plena o completa –  es entendiendo, 
según se indica en los dos criterios precedentes de la asesora jurídica y de la SUPEN, que 
tiene la naturaleza de un órgano desconcentrado en grado máximo, en los términos del artículo 
83 de la LGAP.  
 
Como sabemos del tenor literal del apartado 3 de la citada disposición, por virtud del grado 
máximo de desconcentración, el órgano inferior que la ostenta queda exceptuado de órdenes, 
instrucciones o circulares del jerarca en el ámbito competencial o materias que en función de 
esta técnica organizativa, le corresponde resolver en definitiva a aquél con carácter exclusivo 
y excluyente, aun cuando siga perteneciendo a la misma estructura jerárquica del titular 
originario de dichas atribuciones (ver al respecto, entre muchos otros, nuestros 
pronunciamientos C-086-91, del 23 de mayo y C-104-91, del 19 de junio, ambos de 1991; C-
004-1993, del 4 de enero de 1993; C-159-96, del 25 de setiembre y C-171-96, del 18 de 
octubre, ambos de 1996; C-033-2002, del 28 de enero de 2002; C-217-2007, del 3 de julio de 
2007; C-203-2008, del 13 de junio de 2008; C-003-2009, del 19 de enero, OJ-004-2009, del 
21 de enero, C-084-2009, del 20 de marzo, C-276-2009, del 13 de octubre todos del año 2009 
y C-166-2016, del 5 de agosto de 2016). 
 
En ese sentido, en el dictamen C-305-2009, del 28 de octubre, sostuvimos:  
 


“2.- La competencia desconcentrada 
La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en favor 
de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se 
ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad.  
Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una 
competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una 
materia determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la 
necesidad de especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera 
que se satisfagan en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa 
perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 
órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la 
estructura originaria.  
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Normalmente se considera que la desconcentración es uno de los límites más 
importantes a la jerarquía. Esta es una técnica de descongestión de la 
jerarquía, que ya que la transferencia de competencias decisorias implica un 
cambio en la titularidad de las competencias y no solo en su ejercicio, como 
sí sucede en la delegación. Por medio de este mecanismo, el órgano inferior 
se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad, no obstante lo 
cual mantiene su condición de órgano y por ende, parte de la organización 
que desconcentra. 
Como indicamos en el dictamen N° C-159-96 de 25 de setiembre de 1996, 
con la desconcentración se quiebra el principio jerárquico por cuanto el 
jerarca deviene incompetente para emitir los actos relativos a la materia 
desconcentrada, así como existe la posibilidad de que se elimine el 
agotamiento de la vía administrativa. En último término, en el caso de 
desconcentración máxima el jerarca pierde el poder de mando e instrucción 
sobre el órgano desconcentrado. Así, el órgano desconcentrado puede 
ejercer en propio nombre, y no en el de otro ente u órgano al que pertenece, 
la correspondiente competencia desconcentrada. La desconcentración 
máxima se convierte, de esa forma, en el mayor límite a la relación de 
jerarquía, en cuanto impide al jerarca el ejercicio de los poderes de mando 
y de instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación. 
En palabras de la Sala Constitucional: “De manera que existe 
desconcentración administrativa cuando por norma legal se atribuye a un 
órgano inferior del ente una competencia exclusiva, con algún grado de 
autonomía, con lo que se produce la pérdida de la competencia por parte del 
superior jerárquico, de donde, su condición nunca puede ser igual a la del 
superior, aun cuando se trate del grado máximo de la desconcentración”. 
Sala Constitucional, resolución 9563-2006 antes citada. 
 


De conformidad con lo expuesto, se justifica la configuración de la Junta como un órgano de 
desconcentración máxima, tomando en cuenta la especialidad técnica de la materia tan 
sensible sobre la que le corresponde resolver y que la letra a) del artículo 239 bajo estudio, 
resume en “Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder 
Judicial”, con todo lo que ello supone y que los demás incisos del mismo precepto terminan 
de desarrollar, tal como  estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión de 
los afiliados al fondo y de reingreso, hacer estudios actuariales, decidir cómo se van a invertir 
los recursos del fondo de acuerdo con la normativa aplicable; que en su conjunto constituye 
la materia desconcentrada que se le arrebata, por así decirlo, al poder de decisión del superior 
jerarca. 
 
En efecto, de forma correlativa a las competencias que se le atribuyen al órgano consultante 
por el referido artículo 239, el artículo 2 de la Ley n.°9544 derogó las propias que tenía el 
Consejo Superior del Poder Judicial sobre el particular, en los incisos 12, 13, 14 y 15 del 
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artículo 81 de la LOPJ, órgano al que se le confiaba la administración del Fondo de Pensiones 
y Jubilaciones del Poder Judicial, “de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la 
Corte Suprema de Justicia”, así como el otorgamiento de toda clase de jubilaciones y pensiones 
judiciales; reforzando de esta forma la noción de que el poder de decisión último en la 
administración del fondo le corresponde en este momento exclusivamente a la Junta.  
 
Por otro lado, la “completa independencia” que pregona el artículo 239 de comentario se 
garantiza sustrayendo a la Junta del poder de mando o instrucción de la Corte o del Consejo 
Superior del Poder Judicial sobre la materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, 
se corresponde con un grado de desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio 
de que la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca 
dentro del Poder Judicial y que se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la 
mitad de los miembros de la Junta, de acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ. 
 
Pero, en todo caso, el artículo 241 de la misma Ley confía la supervisión y regulación de la 
materia desconcentrada a favor de la Junta a la SUPEN y al Conassif, respectivamente, 
mientras que el artículo siguiente, sujeta a la aprobación de la Superintendencia la aprobación 
del Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial elaborado 
por la Junta; como claros ejemplos de que la competencia desconcentrada se guíe por criterios 
técnicos y objetivos, en aras de asegurar la seguridad, liquidez y sostenibilidad del fondo en 
beneficio de todos sus afiliados.  
 
En otro orden de consideraciones, el antepenúltimo párrafo del aludido artículo 239 le otorga 
personalidad jurídica instrumental a la Junta. Contrario a lo afirmado por la asesoría jurídica 
de la Junta, el dotar de personalidad instrumental – no de “personería”, como por error se 
suele confundir, pese a tratarse de nociones distintas1 – a un órgano no es una consecuencia 
de la desconcentración de competencias.  
 
En otras palabras, para ejercer las competencias desconcentradas no se requiere de 
personalidad jurídica. Por el contrario, el otorgamiento de la personalidad instrumental cobra 
sentido cuando al órgano se le permite administrar determinados recursos, como con toda 
claridad sucede con la Junta a la que, como ya indicamos, se le encomienda la administración 
del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, a la vez que le 


                                                           
1 Ya en otras ocasiones la Procuraduría ha advertido de esa confusión en el uso de ambos conceptos: “Es necesario 


aclarar, en todo caso, que jurídicamente los términos "personería jurídica" y "personalidad jurídica" no son 


sinónimos. El primero se refiere a la representación de un determinado ente. La persona pública tiene personeros 


porque es un centro de imputación de derechos y obligaciones y como tal requiere representantes. La persona 


jurídica actúa a través de sus representantes, que son sus personeros. Ciertamente, en algunas ocasiones el 


legislador confunde "personalidad" y "personería" y en otras, señala que determinados funcionarios serán los 


personeros de un órgano. No obstante, estas deficiencias técnicas en que incurre el legislador no pueden conducir 


a considerar que el órgano constituya persona jurídica y pueda, entonces, ser considerado un ente público 


descentralizado” (dictamen C-201-2003, del 27 de junio, y en el mismo sentido, el pronunciamiento OJ-144 -


2016, del 18 de noviembre).  
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sirve para ejercer las acciones de cobro necesarias a que hace referencia la letra c) del artículo 
239 de repetida cita.  
 
Según lo hemos advertido también en otras oportunidades, el efecto propio de la personalidad 
jurídica instrumental reside en la titularidad de un presupuesto propio, por ende, 
independiente del presupuesto del organismo del que forma parte y la posibilidad de contratar 
con base en ese presupuesto: “Típicamente, la personalidad jurídica instrumental habilita al 
órgano inferior para administrar y ejecutar su presupuesto, con independencia de la gestión 
presupuestaria del Ente al que pertenece. Igualmente, la personalidad jurídica instrumental le 
permite celebrar contratos con cargo a su propio presupuesto. Pero, en modo alguno, esto 
conduce a considerar que el órgano con personalidad jurídica instrumental, constituya una 
suerte de ente autónomo.” (OJ-125-2008, del 14 de noviembre de 2008, el subrayado no es 
del original y en igual sentido, puede verse el dictamen C-305-2009, ya mencionado). 
 
Esta última consideración es importante resaltarla, respecto a que el otorgamiento de 
personalidad jurídica instrumental a la Junta no debe confundirse en modo alguno con la 
creación de una nueva persona jurídica, ni lleva implícita una descentralización de funciones 
o considerarla parte de la Administración descentralizada; pues debe quedar claro que forma 
parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder, según lo precisamos líneas atrás.  
 
Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos 
párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en 
que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo 
cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es 
titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.  
 
Por lo demás, la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta cumplir con las 
competencias que tiene encomendadas con mayor eficiencia y celeridad en la contratación de 
personal, bienes y servicios que le fueren indispensables para el cumplimiento de la función 
que le fue transferida, en el entendido de que la ley le faculte expresamente para ello (ver en 
esa línea, la sentencia de la Sala Constitucional n.° 2006-9563 de las 16:06 horas del 5 de 
julio del 2006). 
 
Finalmente, la atribución de personalidad jurídica instrumental a la Junta le permite asumir la 
representación del Fondo, como universalidad o patrimonio separado o autónomo que es del 
patrimonio de la propia Junta y del patrimonio del Poder Judicial, según lo establece el 
antepenúltimo párrafo del artículo 239 y el artículo 235 de la LOPJ.  
 
 
B. LA POTESTAD DE LA JUNTA EN EL MANEJO DEL RECURSO HUMANO A SU 
CARGO EL QUE, EN TODO CASO, SE HALLA CUBIERTO POR EL RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICABLE AL RESTO DE FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL 
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Uno de los ámbitos en que la Junta solicita criterio de cómo se manifiesta su naturaleza como 
órgano con desconcentración máxima del Poder Judicial es lo relativo al manejo del recurso 
humano a su cargo y la potestad disciplinaria, ante lo que la SUPEN plantea la inquietud de si 
el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que la 
asesoría jurídica del órgano consultante responde afirmativamente con fundamento en nuestro 
dictamen C-282-2004. 
 
En el epígrafe anterior mencionamos que la letra h) del artículo 239 de la LOPJ le confirió la 
competencia a la Junta para, en lo que aquí interesa: “Dictar las normas para el nombramiento, 
la suspensión, la remoción y la sanción del personal”; mientras que, su párrafo in fine, destina 
parte de lo que se recaude por la comisión de gastos administrativos al pago de las dietas de 
los miembros de la Junta Administrativa y “los salarios de su personal”.  
 
Veamos estos dos puntos. Ya en otras ocasiones hemos apuntado que en tanto no se haya 
desconcentrado la competencia relativa al manejo de personal, esa competencia sigue a cargo 
del órgano que desconcentra (dictamen C-034-2003, del 11 de febrero).  Obsérvese, en primer 
lugar, que el precepto habla solo de “[d]ictar las normas” para el nombramiento, suspensión, 
remoción y sanción del personal; lo que se explica en que, dada la especialidad y el 
conocimiento técnico de la materia desconcentrada – de nuevo, la administración del fondo – 
sea pertinente que la Junta intervenga definiendo el perfil profesional de sus colaboradores 
en tanto se trata de una actividad que aun cuando se desarrolla en el seno del Poder Judicial, 
se diferencia de la función sustantiva o típica de dicho poder, como lo es la labor jurisdiccional. 
En el otro ámbito que se consulta, la potestad disciplinaria, puede que sea preciso definir el 
procedimiento a seguir, así como advertir de algunas faltas particulares que, con ocasión de 
esa labor tan delicada y técnica en la gestión del fondo, sea oportuno regular, respetando eso 
sí, los límites que imponen los principios de reserva legal y tipicidad a la colaboración 
reglamentaria también en la esfera del Derecho Administrativo Sancionador. 
 
Si a lo expuesto añadimos la circunstancia de que las remuneraciones del personal de la Junta 
se deben cancelar con su propio presupuesto y no con el del Poder Judicial, podemos inferir 
que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus 
funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la 
gestión de los recursos humanos a su cargo. 
 
No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de 
desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial.    
 
Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por 
el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, 
ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación 
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de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de conformidad, precisamente, con la doctrina 
reiterada del citado dictamen C-282-2004, en que señalamos: 
 


“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS FUNCIONARIOS 
DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 
Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de Seguridad 
Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo Nacional de Vialidad, el 
Consejo Nacional de Concesiones, y el Consejo de Transporte Público, son 
órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello 
no impide que los servidores de esos órganos puedan ser catalogados como 
funcionarios del citado Ministerio. 
Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de 
organización de competencias administrativas que permite una ordenada 
distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a un ente público. 
Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano especializado el ejercicio 
de determinadas competencias, con la finalidad de alcanzar mayor eficiencia. 
A pesar de ello, la aplicación de dicha figura no desliga a los funcionarios que 
prestan sus servicios en los órganos desconcentrados de su relación con el 
ente u órgano al que originalmente estaban atribuidas las competencias 
desconcentradas. 
A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la 
asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de 
personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro último de 
imputación de derechos y obligaciones) con la desconcentración no se crea 
una persona jurídica nueva, sino que solamente ocurre una distribución de 
competencias entre órganos. Así, las competencias que no hayan sido 
expresamente desconcentradas en las normas respectivas, deben seguir 
siendo ejercidas por el órgano o por el ente que desconcentra… 
En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del cual se 
desconcentraron determinadas competencias, no deja de formar parte de la 
estructura orgánica de aquél a quien pertenecían originalmente las funciones 
desconcentradas. Como consecuencia de ello, los funcionarios que prestan 
sus servicios en los órganos desconcentrados del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, pueden ser válidamente catalogados como 
servidores de ese Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado 
en los pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de 
junio; y C-280-2019, del 1 de octubre). 


 
 
C. CONCLUSIÓN:  
 
De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:  
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1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es 
un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la 
administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la 
gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el 
aludido fondo. 
 


2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes 
– incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos 
a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo 
una relación de empleo público. 


 
 


Atentamente,  
 
 
 


Alonso Arnesto Moya  
Procurador 


AAM/hsc 
 
C:  Señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente, Superintendencia de Pensiones 
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30 de octubre de 2020 


SP-1399-2020 


 


 


Señor 


Alonso Arnesto Moya, Procurador 


Procuraduría General de la República 


 


Estimado señor: 


 
Por medio del oficio ADPb-7273-2020, de 20 de octubre, la Procuraduría General de la 


República le solicitó a esta Superintendencia de Pensiones su criterio sobre una consulta 


planteada a ese órgano por el presidente de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, en la que se le requirió: “… atender las interrogantes que se 


tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta consultante, a efecto de tener claridad, 


acerca del grado de desconcentración que le fue otorgada a dicho órgano al momento de su 


creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo 


del recurso humano, entre otros”.  


 


Para atender esta solicitud se emite el siguiente criterio:  


 


I. Antecedentes 


 


1. En el artículo X de la sesión N°. 21-20, celebrada a las ocho horas treinta minutos del 


veintidós de junio de dos mil veinte, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial dispuso realizar una consulta a la Procuraduría General de la 


Republica, acerca del grado de desconcentración que le fue otorgado a dicho órgano al 


momento de su creación y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario y 


de manejo de recurso humano, entre otros.   


 


2. La consulta a la Procuraduría General de la República fue planteada por medio del 


oficio N° 393-2020, el cual se acompañó del documento denominado Informe jurídico: 


Naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, en el que se concluye lo siguiente:   


 


De conformidad con el análisis efectuado sobre la naturaleza orgánica de la Junta, se 


rinden las siguientes conclusiones: 


5.1. La figura de la desconcentración incluye su versión mínima y el máximo grado, 


ambas incluyen la imposibilidad del superior de abocarse sus competencias y sustituirlas. 


5.2 La desconcentración máxima incluye también la imposibilidad del superior, de girarle 


ordenes y directrices en sus labores. 
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5.3 La desconcentración máxima también incluye la dotación de personería jurídica 


instrumental, la que ha sido asimilada a la personificación presupuestaria, que implica 


la posibilidad de disponer de sus recursos conforme el órgano desconcentrado lo estime 


conveniente. 


5.4 La figura de la desconcentración máxima es la que en criterio de esta asesoría aplica 


para la Junta, de acuerdo a sus características funciones y competencias, así como 


atribuciones y facultades otorgadas por la ley y por los reglamentos aplicables. 


5.5 La Junta es un órgano que pertenece al Poder Judicial pero que goza de una 


desconcentración máxima en materia presupuestaria, goza de autonomía administrativa 


y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades 


disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto, ostenta la 


representación legal del Fondo y en general en lo relativo a la materia de su organización 


y funcionamiento y toma de decisiones no se encuentra sometida a su superior, el Poder 


Judicial. 


5.6 La desconcentración máxima de que goza la Junta no implica la autonomía respecto 


del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades que requiere su continuidad y 


buen funcionamiento del Fondo. 


 


De acuerdo con lo anterior, al formular su consulta la Junta parte de la noción de que su 


naturaleza es la de un órgano desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, 


que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de 


jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, 


dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del Fondo; no obstante, esto no 


implica autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por la continuidad y buen 


funcionamiento del Fondo.   


 


II. Normativa vigente  


 


Para emitir el criterio solicitado, es necesario tener presente lo dispuesto en los artículos 239 


y 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según los cuales:   


 


Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con plena independencia 


funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le 


otorga la ley. 


Le corresponde a la Junta: 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial. 


b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten. 


c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro 


necesarias. 


d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos. 
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e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa 


emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero 


(Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 


f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al 


efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la 


Superintendencia de Pensiones. 


g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones. 


h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 


personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 


modificaciones y su liquidación anual. 


i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 


Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la 


Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros 


iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de 


beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las 


jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para 


garantizar el equilibrio actuarial del Régimen. 


La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones 


que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del 


Fondo. 


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 


cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 


jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas 


de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 


gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 


previsto en el artículo 237 de esta ley. 


 


Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán 


electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros 


designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada 


integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá 


cumplir con los mismos requisitos del titular. 


Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán 


ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la 


Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder 


Judicial. 


En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las 


sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo 


alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. 


Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside 


tendrá voto calificado en caso de empate. 
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Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero sí contarán 


con los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se 


deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y 


demostrados ante la Superintendencia de Pensiones (Supén): 


a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de 


pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda. 


b) Ser de reconocida y probada honorabilidad. 


c) Contar con conocimientos y al menos cinco años de experiencia en actividades 


profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, 


de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y 


conocimientos que les permitan realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta 


y al Fondo. 


No podrán ser miembros de la Junta: 


1) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial 


penal condenatoria por la comisión de un delito doloso. 


2) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un 


cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades 


supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la 


Superintendencia General de Seguros (Sugese), la Superintendencia de Valores (Sugeval) 


y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 


La Integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, 


asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno. 


 


Estas normas disponen la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial (en adelante la Junta Administradora), la cual es un órgano 


del Poder Judicial que cuenta con completa independencia funcional, técnica y administrativa 


para ejercer sus facultades y atribuciones. Además, cuenta con personalidad jurídica 


instrumental para ejercer las atribuciones que le asigna la Ley, así como para ejercer la 


representación judicial y extrajudicial del Fondo. 


 


En vista de lo anterior, es posible afirmar que esta Junta Administradora es un órgano del 


Poder Judicial que cuenta con:  


 


1. Competencia exclusiva: ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún el propio 


Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca la Junta. Las resoluciones 


que dicte la Junta son de acatamiento obligatorio y agotan la vía administrativa. 


 


2. Independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones: corresponde a 


la Junta la administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para 


lo cual debe sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones.  
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Esta independencia y la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta dictar las 


normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así 


como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y 


su liquidación anual.  


 


Además, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta se 


financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 


devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo 


del Fondo.   


 


III. Sobre los órganos con independencia funcional, técnica y administrativa  


 


Considerando que la Ley Orgánica del Poder Judicial otorga a la Junta Administradora del 


Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ese Poder de independencia funcional, técnica y 


administrativa, para determinar cuál es su naturaleza jurídica de seguido se hace un análisis 


de lo dispuesto en el artículo 239, en relación con los conceptos de desconcentración, 


personalidad jurídica instrumental y órgano persona. 


 


A. Desconcentración 


 


La competencia de una organización administrativa puede ser transferida internamente 


mediante el proceso de desconcentración. En ese sentido, la desconcentración de 


competencias implica una distribución de estas dentro de una misma persona jurídica, por la 


cual un órgano inferior recibe una competencia de decisión en forma exclusiva, para que la 


ejerza como propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad. Por ese proceso, el 


órgano inferior se ve dotado de la capacidad jurídica para decidir en nombre propio acerca 


de la materia desconcentrada.  


 


Corresponde a la norma creadora de la desconcentración el definir el ámbito material de esta 


y, por ende, cuáles poderes mantiene el jerarca respecto del inferior.   


 


El artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP) establece que, como 


norma de principio, todo órgano distinto del jerarca estará plenamente subordinado a este y 


al superior jerárquico inmediato, salvo desconcentración operada por ley o reglamento. 


Este artículo establece dos modalidades de desconcentración, la mínima y la máxima.  


 


En la mínima, el superior no puede avocar las competencias del inferior ni revisar o sustituir 


la conducta del inferior, de oficio o a instancia de parte. En la máxima, además, el superior 


no puede impartirle órdenes, instrucciones o circulares al inferior. Una consecuencia lógica 


de la desconcentración es que, corresponde al órgano desconcentrado agotar la vía 


administrativa, salvo que por ley o reglamento se otorgue algún recurso contra lo resuelto 


por él ante el superior (inciso c del 126 de la LGAP). 
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Ahora bien, en el caso de la desconcentración se quiebra el principio de jerarquía; la doctrina 


italiana habla de la descentralización jerárquica, ya que los poderes del jerarca (mando, 


revisión y avocación) desaparecen. Sin embargo, la desconcentración no implica un 


desconocimiento absoluto de las potestades que se derivan de la relación jerárquica. El 


jerarca conserva aquellos poderes que son compatibles con el fenómeno de la 


desconcentración, es decir, que no inciden en la esfera de las atribuciones exclusivas del 


órgano. Dentro de estas potestades se encuentran la de vigilancia, la disciplinaria y la de 


dirimir conflictos de competencia. 


 


Sobre este tema, en el dictamen C-026-97 la Procuraduría General de la Republica sostiene 


que: 


 


La norma que desconcentra delimita la materia desconcentrada, así como los poderes 


conferidos al órgano inferior. Pero en los demás aspectos de su actividad, este órgano 


permanece sometido a la relación jerárquica. Consecuentemente, el jerarca ejercita sus 


poderes normales respecto de los ámbitos no desconcentrado.   


 


En el mismo sentido, en la OJ-137-2014 establece que:  


 


La desconcentración constituye, así, un corrector del principio de jerarquía 


administrativa y busca evitar las demoras que se ocasionan por la excesiva concentración 


de funciones en el jerarca institucional, así como procura alcanzar la eficacia en las 


decisiones delegándolas en los órganos mejor informados de la problemática concreta. 


Para lo cual se desconcentran “poderes efectivamente decisorios”, la facultad de 


resolver, para decidir en forma definitiva sobre una materia determinada por el 


ordenamiento. Es decir, para que podamos considerar que existe desconcentración es 


necesario que se transfieran al inferior la titularidad de poderes decisorios, a efecto de 


lograr una mejor satisfacción del interés público y mayor eficacia en el accionar 


administrativo En efecto, esta atribución se funda en la necesidad de especializar ciertos 


órganos en materias específicas, de manera que se satisfagan en mejor forma los 


cometidos públicos.  


Desde esa perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 


órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la estructura 


originaria. Diferencia esencial con la descentralización. [El resaltado no es del original].  


 


En el caso que se consulta, la Junta Administradora tiene una competencia exclusiva y 


poderes decisorios en lo que toca a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial, además, fue dotada con plena independencia funcional, técnica y 


administrativa para el ejercicio de sus funciones. Empero, continúa siendo parte de la 


organización central originaria, en otras palabras, es un órgano que pertenece al Poder 


Judicial.   
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Considerando lo anterior, es posible afirmar que dicha Junta Administradora es un órgano 


con desconcentración máxima del Poder Judicial, responsable de la administración del Fondo 


de Pensiones y Jubilaciones de ese Poder.   


 


B. Órgano persona y personería jurídica instrumental  


 


De acuerdo con lo indicado por la Procuraduría General de la República en la OJ-137-2014:  


 


[…] en nuestro ordenamiento se ha consolidado la práctica de otorgar esa autonomía 


patrimonial y de gestión no solo a las personas jurídicas plenas sino a las llamadas 


personas jurídicas instrumentales o presupuestarias. Este mecanismo permite separar 


determinados fondos, afectarlos a ciertos fines y atribuir su gestión a un órgano 


determinado, al cual se le atribuye personalidad. La personalidad no es plena porque 


la nueva “persona” permanece integrada al ente u órgano al que pertenecía. Este 


conserva sus competencias sobre la materia “propia” de la nueva “persona”. Al no 


existir verdaderamente una descentralización de competencias, no puede afirmarse que 


se está ante la creación de un nuevo ente. Por ello, en la mayoría de los casos se está ante 


una desconcentración de funciones ligada a una personificación instrumental, lo que no 


excluye que en algunos supuestos no exista incluso desconcentración funcional o si existe, 


es en grado mínimo.  


El calificativo de “instrumental” significa que se está en presencia de una personalidad 


limitada al manejo de determinados fondos señalados por el legislador, personalidad 


que permite la realización de determinados actos y contratos con cargo a esos fondos, 


pero que no comporta una descentralización funcional verdadera. Su atribución supone 


una gestión presupuestaria independiente y, por ende, la titularidad de un presupuesto 


propio, separado del presupuesto del Ente al que pertenece el órgano que se personaliza 


[…]Para efectos presupuestarios, la situación de la persona instrumental se asimila a la 


de un ente descentralizado, en el sentido de que ambos tienen la titularidad de un 


presupuesto y la posibilidad de ejecutarlo en forma independiente. Ciertamente, la 


persona instrumental está sujeta a diversas disposiciones que regulan la materia 


financiera […] pero su presupuesto y, por ende, la ejecución presupuestaria no se 


identifican con el Presupuesto del ente al que se pertenece. Ejecución presupuestaria que 


comprende la ordenación del pago y el aspecto contable de éste, sea el pago efectivo. 


Para que una persona instrumental no pudiese ejercer tales facultades se requeriría una 


norma legal cuyo contenido lo prohibiese o restringiese. Facultades todas que determinan 


la necesidad de que la personalidad sea otorgada por ley.  


[…] la personalidad jurídica instrumental agrega al órgano desconcentrado una cierta 


autonomía presupuestaria y, por ende, la capacidad de gestionar fondos en forma 


independiente del presupuesto central, para flexibilizar la gestión de determinados 


recursos públicos. Gestión financiera autónoma que le permite realizar directamente los 
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contratos que requiera para el cumplimiento de sus fines, todo a cargo del patrimonio y 


presupuestos propios, que administra.   


Resulta evidente que la personalidad jurídica instrumental no le permite al órgano 


desconcentrado ampliar su esfera de competencia en perjuicio del jerarca del ente u 


órgano al que pertenece, en desmedro del principio de jerarquía. El órgano 


desconcentrado dotado de personalidad jurídico instrumental solo tiene la competencia 


sustancial que le haya sido sustraída por norma jurídica al jerarca. En los diversos 


dictámenes que la Procuraduría ha emitido en relación con la personalidad instrumental 


o la personificación presupuestaria en el seno del Estado, ha sido clara en cuanto que en 


estos casos la personalidad no se manifiesta, ni lleva implícita, una descentralización 


de funciones; así, dictamen N. C-208-2014 de 26 de junio de 2014. Por consiguiente, en 


sentido estricto no puede considerarse que los órganos que son dotados de personalidad 


jurídica instrumental formen parte de la Administración Descentralizada. […] [Lo 


resaltado no es del original].  


 


En el caso de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial expresamente le otorga 


personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, y para 


ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. Además, para cubrir los salarios 


de su personal y sus gastos administrativos, la Junta se financia con una comisión que surgirá 


de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como 


de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.    


 


Desde este punto de vista, la Junta es un órgano persona, con personalidad jurídica 


instrumental, lo cual le garantiza la independencia necesaria para una adecuada 


administración de este Fondo de pensiones.  


 


En conclusión, y a partir de una integración de los conceptos analizados en este apartado, es 


posible afirmar que la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 


Judicial es un órgano del Poder Judicial, que goza de desconcentración máxima para el 


desempeño de sus funciones; además, es un órgano que cuenta con personalidad jurídica 


instrumental, lo cual le permite el manejo de los recursos señalados por el legislador, siempre 


con miras al cumplimiento de sus funciones.  


 


Conviene precisar, además, que, dada la naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se 


encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado 


funcionamiento.  


 


III. Sobre la necesidad de establecer la naturaleza de la Junta  


 


La necesidad de contar con un órgano independiente y especializado para administrar el 


Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial fue planteada por esta Superintendencia 
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por medio del oficio SP-1074-2016 de 27 de setiembre, dirigido a la Comisión Especial 


encargada de conocer y dictaminar el proyecto de “Ley de reforma integral a los diversos 


regímenes de pensiones y normativa conexa”, expediente legislativo N°19.922. En este oficio 


se indicó:  


 


Luego de la lectura de dicho proyecto, se puede colegir que los cambios que se proponen 


en el mismo se encuentran dirigidos a fortalecer actuarialmente el Fondo, de manera que 


su sostenibilidad se mantenga a largo plazo. 


Entre las medidas más relevantes para lograr los objetivos propuestos se propone la 


Creación de una Junta Administradora del Fondo, encargada de conceder las 


jubilaciones y pensiones, vigilar su correcto aprovechamiento y modificar o cancelar, en 


su caso, las otorgadas, contando con amplias facultades para dichos propósitos. 


[…] 


La SUPEN considera de la mayor relevancia la creación de un órgano con las 


capacidades técnicas necesarias, destinado exclusivamente a la administración del 


citado Fondo y, de ser posible, con carácter de órgano de máxima desconcentración, 


con capacidad jurídica instrumental. Considerando que la gestión del Fondo exige una 


administración especializada y con amplios conocimientos en administración, 


contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros, por lo que se hace 


necesario que en el proyecto se establezcan los requisitos de idoneidad de sus miembros, 


así como la necesaria integración de miembros independientes con el objetivo de 


minimizar potenciales conflictos de interés en las decisiones que llegue a tomar dicho 


órgano colegiado. 


También debe modificarse la atribución que el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial le otorga a la Corte Plena para definir la política de inversión de los recursos 


del Fondo para que, en su lugar, la misma sea aprobada por la Junta Administrativa, a 


propuesta de órganos especializados que ella designe, como, por ejemplo, comités de 


inversiones y de riesgos. Esto con la finalidad de que la política de inversión, su 


seguimiento y ajuste, sea de carácter técnico, lo mismo que la estrategia de inversión. 


La propuesta no establece de qué manera se va a financiar esta Junta. Consideramos que 


podría seguirse el modelo utilizado por el Régimen de Magisterio Nacional para financiar 


su administración. 


Aunque estimamos que la ley lo establece de forma general, lo cual ha sido ratificado por 


órganos consultivos como resulta ser la Procuraduría General de la República, 


respetuosamente solicitamos que las facultades de regulación y supervisión del Fondo 


por parte de la SUPEN, queden previstas de manera expresa y clara en la ley. [Lo 


resaltado no es del original].  


 


El legislador creó un órgano independiente y especializado al cual le confirió no solo una 


competencia exclusiva y las funciones y atribuciones propias de un gestor de un fondo de 


pensiones, además, se le concedió la potestad de dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción de su personal, y para aprobar su plan anual operativo, 
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su presupuesto de operación, sus modificaciones y la liquidación anual. También se le dotó 


de los recursos necesarios para ejercer sus funciones, provenientes de una comisión por 


administración que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 


servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.   


 


Ahora bien, de conformidad con el transitorio I de la Ley N° 9544, la Junta Administradora 


debía quedar conformada e iniciar operaciones a más tardar el 22 de noviembre de 2018, no 


obstante, no fue hasta el 1 de febrero de 2020 que este órgano estuvo constituido; para ello, 


el 27 de enero de 2020 se suscribió un convenio de cooperación interinstitucional con el 


Poder Judicial, según el cual ese Poder le proporcionará a la Junta los recursos y el apoyo 


logístico necesario. El convenio es por dos años prorrogables hasta por un período igual.  


 


De esta forma, la Junta es apoyada en la actualidad por la Dirección Ejecutiva, el 


Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 


Área Jurídica del Poder Judicial; además, se le proporciona un espacio físico.  


  


No obstante, considerando que la Junta se encuentra sujeta a la normativa que emite el 


Conassif y la Superintendencia de Pensiones, esta debe tener una estructura que no solo se 


ocupe del otorgamiento de los beneficios a los afiliados y pensionados, además, debe 


satisfacer una serie de requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de 


las inversiones.  


 


Con fundamento en lo dispuesto en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado 


por el Conassif en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 


celebradas el 8 de noviembre del 2016, esta Superintendencia le requirió a la Junta el 


nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de un encargado 


de la función de cumplimiento.  


 


Estos requerimientos no han sido ejecutados debido a las dudas que la Junta mantiene acerca 


de su naturaleza jurídica y el alcance de sus potestades a nivel presupuestario, disciplinario 


y de manejo del recurso humano; así como acerca de si su personal se encuentra o no cubierto 


por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen 


de pensiones y jubilaciones.   


 


En vista de lo anterior, un pronunciamiento de la Procuraduría General de la República que 


evacue estas dudas sin duda contribuirá con el proceso de conformación de la estructura con 


que debe contar esta Junta Administradora.  


 


IV. Conclusión 


 


De conformidad con lo indicado en los apartados anteriores, esta Superintendencia atiende 


la consulta formulada e informa a esa Procuraduría General que comparte lo planteado en el 
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criterio que acompaña el oficio N° 393-2020, en el sentido de que la naturaleza de la Junta 


Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es la de un órgano 


desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, que goza de autonomía 


administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, 


tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y 


ostenta la representación legal del Fondo.  


 


Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, 


la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por 


su adecuado funcionamiento.  


 


 


Cordialmente, 


 


 


 
Rocío Aguilar M. 


Superintendente de Pensiones 


 


 
Aprobado por NVH 
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San José, 16 de abril de 2021 
DGPN-0244-2021 


 
 


Señora 
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
Poder Judicial 


 
Asunto: Respuesta al oficio 750-DE-2021. 
 
Estimada señora Directora: 
 
En atención al oficio referencia y la reunión sostenida sobre la implementación de la estructura técnico 
administrativa de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
para la formulación presupuestaria del ejercicio económico del año 2022, en lo que corresponde a la 
creación de plazas y gastos variables, dado el reciente pronunciamiento de la Procuraduría General 
de la República en referencia, así como lo ordenado por la SUPEN (SP-439-2020); esta Dirección 
sólo se referirá a lo que le compete en materia presupuestaria, por cuanto algunas de sus inquietudes 
corresponde plantearlas ante las instancias rectoras de los subsistemas de Tesorería Nacional y 
Contabilidad Nacional. 


Sobre los hechos relevantes que nos permitirán abordar lo que compete a esta Dirección se tiene 
que: 


1) Mediante Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018 se reforma el Título IX Régimen de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, y 
específicamente, en lo que resulta de interés, en el artículo 239 se establece la creación de la 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un 
órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y 
administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.  


2) Del criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría General de la República, el 29 de enero 
de 2021, se desprende que la Junta es “[…] un órgano con grado de desconcentración máxima 
del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica 
instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que 
componen el aludido fondo.”, lo que, sin embargo, “[…] no interrumpe su relación orgánica con 
el Poder Judicial.”, por lo que aunque  “[…] cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y 


de definir sus funciones.”, “[…]el personal destinado a la Junta se considera efectivamente 
cubierto por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial [...]”  


3) En el artículo de cita se establece que la Junta “Se financiará con una comisión por gastos 
administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos 
de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.”. 
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Por lo anterior, se ha valorado lo siguiente respecto a lo que han denominado en el oficio en referencia 
una propuesta de ejecución: 
 


- “1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas 
dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta 
Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, los cuales se financiarán con los 
recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo N° 239), 
conocidos como Comisión de Administración.” 


 
En lo que priva establecer a esta Dirección, se considera que, para garantizar la independencia de 
administración y disposición de los recursos que la ley N°9524  establece para el financiamiento de 
dietas, salarios y, en general, los gastos administrativos  de la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se creará, dentro de la estructura programática del Poder 
Judicial, el programa 951-Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 
cuya unidad ejecutora será la Junta antes citada.  
 
El monto que compete presupuestar en el gasto de este programa corresponderá estimarlo y 
distribuirlo, según el clasificador del gasto, a la Junta de cita, quien deberá coordinar a lo interno del 
Poder Judicial lo correspondiente a la incorporación de su presupuesto dentro del presupuesto 
institucional. 
 
Una vez conocido el monto del presupuesto de la Junta, los trámites que se deberán gestionar ante 
esta Dirección serán:  
 


1. Solicitar la autorización de la ampliación del límite correspondiente al correo electrónico 
notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr, con el fin de que el traslado de instancia del 
Anteproyecto institucional se realice sin ningún inconveniente en el SFP. 


2. Establecer contacto, lo antes posible, con el señor Néstor Chinchilla Dinarte, teléfono 
25396292, correo electrónico Chinchilladn@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad 
de Ingresos Fiscales y Programación Plurianual, para coordinar lo relacionado con la 
estimación e incorporación de los recursos que percibe la Junta para su financiamiento en los 
ingresos del Proyecto de Ley de Presupuesto 2022. 


3. Establecer contacto, lo antes posible, con la señorita Karla Cortés Chinchilla, teléfono 
25394326, correo electrónico cortesck@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de 
Relación de Puestos, para coordinar los detalles correspondientes a la creación e 
incorporación de las plazas en la relación de puestos del programa 951. 


 
- “2. Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen parte 
del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al Poder Judicial, 
para acreditar las sumas que resulten necesarias, producto de la recaudación de la comisión por 
gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, para hacer 
frente a los gastos en remuneraciones y gastos variables de la Junta.”   


 
Sobre este punto, esta Dirección entabló una conversación preliminar con el SubTesorero Nacional, 
quien ha manifestado su apertura para que se coordine con esa dependencia lo correspondiente. 
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- “3. Garantizar por medio formal que:  
a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la instancia que 


se determine, por provenir de un destino específico, no estarían sujetos a los límites existentes 
en relación con el presupuesto ordinario del Poder Judicial. 


b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser utilizadas en el 
siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos o recursos trasladados por 
parte de la Junta Administradora del Fondo no sean utilizadas en un 100% en la ejecución del 
presupuesto, previa conciliación de saldos.” 


 
En lo que se refiere al punto anterior, es importante indicar que en las atribuciones y competencias 
que corresponden a esta Dirección, no está la posibilidad de garantizar lo que allí se propone, porque 
nos debemos al acatamiento del marco normativo que rige sobre la materia presupuestaria.  
 
No obstante, en comprensión de los objetivos que se persiguen, hemos realizado las siguientes 
gestiones: 
 
En cuanto al punto 3.a., se ha puesto en autos a las autoridades superiores actuales del Ministerio 
para que se autorice, como una ampliación al límite, el presupuesto del programa que se está 
asignando a la Junta dentro de la estructura programática del Poder Judicial, para la administración 
y ejecución de los recursos que esta disponga para su operación. Lo cual quedó evidenciado en el 
oficio de comunicación del límite al Poder Judicial, DM-0340 del 15 de abril de 2022. 
 
En lo que se refiere al punto 3.b., sobre las cuantías o fondos a favor de la Junta y su uso en el periodo 
siguiente, se efectuó una conversación preliminar con la Contadora Nacional a fin de que se coordine 
con esa dependencia lo correspondiente, en cuanto a los fondos trasladados por la Junta y la 
conciliación de saldos, este es un tema que también debe coordinarse con la Tesorería Nacional. 
 
Finalmente, se debe recordar que la formulación y ejecución de recursos autorizados mediante ley 
de presupuesto, atenderán lo que al respecto establezca la normativa legal y la técnica presupuestaria 
que rige sobre estas etapas del proceso presupuestario, sin demerito del accionar que corresponda 
a los rectores de los subsistemas de Tesorería Nacional y Contabilidad Nacional, dentro del marco 
normativo que rige sus actividades.  


 
 


Cordialmente, 
 
 
 
 


José Luis Araya Alpízar 
Director General a.i. 


 
 


C: Máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable, Poder Judicial. - 
Licda. Fanny Morales Mendoza, Coordinadora Unidad de Análisis Presupuestario Poderes, Ministerio de Hacienda. - 
Analista, DGPN. - 
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20 de diciembre de 2021 
 


INFORME TÉCNICO SOBRE LA GESTION DE LOS RECURSOS DE LA JUNTA 
ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL 


PODER JUDICIAL 
 
 


I. Introducción 
 
En virtud de que a partir del periodo 2022 los recursos de la Junta Administradora del Fondo 
de Jubilaciones y Pensiones (JUNAFO) del Poder Judicial ingresan al Presupuesto 
Nacional bajo el Programa 951, denominado “Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial”, se emite el presente informe técnico elaborado con los aportes de la Dirección 
General de Presupuesto Nacional (DGPN), Contabilidad Nacional (CN) y Tesorería 
Nacional (TN), para emitir los lineamientos para la adecuada gestión de los recursos de 
dicha junta. 
 


II. Antecedentes 


 
➢ Mediante artículo 239 de la Ley N° 8, Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), se 


crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial -JUNAFO- “… como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley”, encargado de la administración de este régimen 
del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense.  


 
➢ Con Dictamen número C-21-2021 del 29 de enero del 2021, la Procuraduría General 


de la República indicó que JUNAFO es “un órgano con grado de 
desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho 
régimen…con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial”, además, “no desliga a su personal del Poder 
Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público”. 


 
➢ Mediante oficio DGPN-0244-2021 16 de abril del 2021 suscrito por el señor José 


Luis Araya Alpizar, Director General a.i de la DGPN, se brindó respuesta al oficio 
750-DE-2021, en el que se comunicó la creación del programa 951-Administración 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de la estructura 
programática del Poder Judicial. 


 
➢ Con oficio N° 0040-DJA-2021, N° 0041-DJA-2021, de fecha 24 de agosto de 2021 


el señor Oslean Mora Valdez, Director a.i. de JUNAFO, realizó consulta sobre los 
lineamientos para operativizar adecuadamente la ejecución de los recursos de 
JUNAFO para el periodo 2022. 
 


➢ Se verificó que en la Ley N° 10.103, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario 
de la República para el Ejercicio Económico del 2022, publicado en los Alcances 
249-A, 249-B, 249-C, 249-D, 249-E, 249-F y 249-G a la Gaceta 235 del 07 de 
diciembre de 2021, la inclusión del presupuesto de ingreso y gasto de la JUNAFO. 
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III. Normativa Aplicable  
 
Constitución Política, Ley N° 8 “Ley Orgánica del Poder Judicial”, Ley N° 8131 “Ley de la 
Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y su Reglamento, 
Dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-21-2021 del 29 de enero del 
2021. 
 


IV. Limitación 
 
El presente informe se refiere únicamente a las acciones necesarias para 
operativizar la ejecución de recursos propios de la JUNAFO, incluidos en el 
presupuesto nacional del 2022. 
 
V. Acciones a realizar 
 
En virtud de los antecedentes y normativa antes indicada, el equipo de la Administración 
Financiera de la República atinente al tema, propone realizar el siguiente procedimiento: 


 
1. La JUNAFO solicita a la TN, al correo electrónico pagosdiversos@hacienda.go.cr, 


la apertura de una cuenta presupuestaria y una cuenta auxiliar en Caja Única del 
Estado. 
 


2. La Unidad de Pagos Diversos (UPD) de la TN realiza la apertura de la cuenta 
presupuestaria y de la cuenta auxiliar, y lo comunica a los correos electrónicos 
ContabilidadNacional-UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr y 
contabilidad@hacienda.go.cr. 
 


3. La JUNAFO traslada en enero del 2022, los recursos de ingresos a la cuenta auxiliar, 


desde la cuenta comercial, utilizando Web Banking (WB) de Tesoro Digital (TD).   


 


4. La JUNAFO traslada en enero 2022, los recursos de ingresos desde la cuenta 
auxiliar a la cuenta CR85073999911140127869 denominada “Devoluciones Fondo 
General” a nombre del Ministerio de Hacienda, cédula jurídica 2-100-042005, 
utilizando WB de TD, e informa de este traslado a los correos 
ingresos@hacienda.go.cr, contabilidad@hacienda.go.cr, ContabilidadNacional-
UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr; y a 
notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr.  Cabe indicar que la cuenta auxiliar 
es una cuenta transitoria, por lo que, al final de cada mes, esta cuenta debe quedar 
en cero. 
 


5. La Unidad de Control de Ingresos (UCI) de la TN realiza el traslado de los recursos 
indicados en el ítem anterior, al Fondo General (FG). 


6. La CN realiza los registros contables correspondientes. 
 


7. La JUNAFO, a través de Financiero del Poder Judicial, solicita a la UPD de la TN, 
el fondeo de la cuenta presupuestaria, mediante formulario CU-08, remitido al correo 
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electrónico pagosdiversos@hacienda.go.cr, por el monto que requiera para hacer 
operativa de pagos. 


 
8. La UPD de la TN realiza el fondeo requerido en el punto anterior. 


 
9. La JUNAFO, a través de Financiero del Poder Judicial, lleva a cabo la operativa de 


pagos, utilizando WB de TD.  
 


10. La JUNAFO, a través de Financiero del Poder Judicial, realiza los registros 
presupuestarios correspondientes a través del Módulo de Poderes. 


 
11. La CN realiza los registros contables respectivos. 


 
12. A más tardar el 31 de diciembre del 2022, la JUNAFO, deberá remitir a la UPD de 


la TN, una conciliación de ingresos propios y gastos de dicho periodo, al correo 
electrónico pagosdiversos@hacienda.go.cr con copia a ingresos@hacienda.go.cr, 
ContabilidadNacional-UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr y a 
contabilidad@hacienda.go.cr. 


 
13. En caso de existir remanentes, a más tardar el 31 de diciembre de 2022, conforme 


la conciliación antes indicada, la JUNAFO, remitirá una certificación indicando dicho 


monto y un oficio suscrito por el representante legal de dicha Junta, solicitando su 


devolución, a los correos pagosdiversos@hacienda.go.cr  con copia a 


ingresos@hacienda.go.cr, contabilidad@hacienda.go.cr y a  ContabilidadNacional-


UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr. Adjuntar certificación de 


personería jurídica con no más de tres meses de extendida 


 
14. La UPD de la TN realizará la liquidación del saldo de la cuenta presupuestaria 


correspondiente al periodo 2022, a excepción de los compromisos devengados 


debidamente certificados, según el ítem 13 anterior. 
 


15. La UCI de la TN realiza la devolución de los recursos propios no utilizados durante 


el periodo económico 2022, solicitados por la JUNAFO a la cuenta comercial 


CR42015201001048717901 a nombre de dicha Junta. 


 
16. La CN realiza los registros contables correspondientes. 


 
17. Cada Órgano rector emitirá o solicitará la información adicional, cuando así lo 


requiera, para los fines pertinentes. 
 


VI. Conclusión 
 
Mediante la coordinación entre DGPN, CN, TN, Financiero Contable del Poder Judicial y la 
JUNAFO, se confeccionó el presente informe técnico con el fin de establecer la operativa 
de los recursos propios de dicha junta, que fueron incorporados en la Ley de Presupuesto 
Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2022. 
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VII. Recomendación  
 
Se recomienda aplicar el procedimiento antes indicado para la adecuada gestión de los 
recursos propios de JUNAFO, incluidos en el presupuesto nacional del periodo económico 
2022. 
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